
Santiago, veintiocho de enero de dos mil nueve.


Vistos:

En autos rol N°5996-04, del Sexto Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago, don Juan Carlos Donoso Astudillo deduce demanda en contra de Seguridad y Telecomunicaciones S.A., representada legalmente don Enrique González, a fin que se declare nulo e injustificado el despido de que fue objeto y, como consecuencia, se ordene a la demandada el pago de la indemnización sustitutiva del aviso previo, feriado y demás prestaciones que indica con reajustes, intereses y costas.


Evacuando el traslado conferido, la demandada opone las excepciones de caducidad y prescripción. En cuanto al fondo, solicita el rechazo de la acción, fundada en que el actor no fue despedido sino que dejó de presentarse a partir del 19 de agosto de 2004. 

En sentencia de treinta de julio de dos mil siete, escrita a fojas 105 y siguientes, el tribunal de primer grado desestimó la excepción de caducidad y rechazó la demanda en todas sus partes, omitiendo pronunciamiento respecto de la prescripción, sin imponer condena en costas. 


Se alzó el trabajador y la Corte de Apelaciones de Santiago, por fallo de siete de octubre de dos mil ocho, que se lee a fojas 130 y siguientes, revocó, sin costas, lo decidido en primera instancia en cuanto negó lugar a la demanda y, en su lugar, declara que la acoge, debiendo la empleadora pagar las sumas que se señalan a título de indemnización sustitutiva del aviso previo y feriado proporcional, confirmando, en lo demás apelado, la sentencia referida. Además, rechaza la excepción de prescripción. 


En contra de esta última resolución, la empresa Seguridad y Telecomunicaciones S.A, deduce recurso de casación en el fondo, por haberse dictado con las infracciones de ley que explica y que influyeron en la parte dispositiva de la sentencia, a fin de que se la invalide y se dicte la de reemplazo que describe. 

Se trajeron estos autos en relación.


Considerando:


Primero: Que en el primer capítulo de su presentación, la recurrente denuncia la infracción de las normas de la prescripción, fundada en que al desechar la excepción de prescripción, los sentenciadores aplicaron erróneamente el inciso 3° del artículo 480 del Código del Trabajo que establece un plazo de seis meses de prescripción para la acción de nulidad, por cuanto la demanda de autos fue notificada el 9 de marzo de 2005, es decir, casi siete meses después de la separación del trabajador –ocurrida el 19 de agosto de 2004-, por lo que la institución referida operó. 

Agrega que los jueces de la instancia contabilizaron el plazo hasta la distribución de la demanda, sin embargo, dicho punto ha sido resuelto por la Corte Suprema en el sentido que la referencia del artículo 480 del Código del Trabajo hace aplicable en la materia las normas de los artículos 2523 y 2524 del Código Civil, que contemplan la interrupción del lapso de que se trata cuando interviene requerimiento, es decir, cuando se notifica válidamente el libelo.


En la segunda parte del recuro, la empleadora acusa la vulneración de las normas de valoración de la prueba, alegando que si bien la regla general de la jurisprudencia es que mediante el recurso de casación no pueden alterarse los hechos establecidos de acuerdo a las reglas de la sana crítica, ello no es contradicho mediante el presente recurso en tanto el fallo impugnado ha contravenido los artículos 455 y 456 del Código del Trabajo, ya que se han asumido como acreditados en el proceso, hechos que no lo han sido. Así, según se indica en los motivos tercero y cuarto de la sentencia de primera instancia, el actor no aportó antecedente alguno respecto del despido alegado, en cambio, su parte probó que el actor dejó de presentarse a sus labores.  

Aclara que la facultad de valorar según la sana critica, supone que se hayan allegado antecedentes que ponderar, en este caso, sobre el punto de prueba de la efectividad de la exoneración, sin embargo, el tribunal ha establecido un hecho que no fue acreditado, el despido, calificándolo luego de injustificado. No pueden los sentenciadores, a la luz de las exigencias de la segunda norma citada, relevar a las partes de la carga procesal respectiva.  


Finalmente, la demandada explica la forma en que los errores mencionados influyeron en lo dispositivo de la sentencia atacada.

Segundo: Que para resolver el recurso planteado, en lo que dice relación con la primera infracción denunciada, es menester considerar que la acción entablada tiene por objeto la aplicación de la sanción prevista en el artículo 162 del Código del Trabajo y el consiguiente pago de los conceptos que, en virtud del efecto de suspensión que el precepto prevé, se devenguen en favor del actor desde la fecha del despido cuya nulidad impetra, así como también de la indemnización sustitutiva del aviso previo originada en el cese de los servicios sin que se haya invocado causal legal. 


Tercero: Que evacuando el traslado conferido, la empleadora opuso la excepción de prescripción, basada en que el libelo fue notificado legalmente a su parte una vez transcurrido el plazo contemplado para estos efectos por el legislador, la que fue desechada por los sentenciadores de segundo grado al considerar que la demanda había sido deducida dentro de los lapsos legales, en tanto basta su sola interposición para que se produzca el requerimiento exigido por la ley. 

Cuarto: Que al respecto, cabe tener presente lo dispuesto en el inciso 3° del artículo 480 del Código del Trabajo, ya que en él se establece que la acción para reclamar la nulidad del despido en conformidad a lo preceptuado en el artículo 162 -morosidad en el pago de las cotizaciones previsionales y de salud- prescribe en el plazo de seis meses contados desde la suspensión de los servicios, lo que se concilia con el hecho que el despido, realizado en dichas condiciones de morosidad, no produce el efecto de poner término al contrato de trabajo para los fines remuneracionales; lapso que no es susceptible de ser suspendido y que se interrumpe de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2523 y 2524 del Código Civil. 


Quinto: Que a su vez, la palabra “requerimiento” utilizada en el segundo numeral del artículo 2523 del Código Civil, al cual se remite el citado artículo 480  para los efectos de regular la interrupción de la prescripción de las acciones laborales, clasificadas como de corto tiempo, no puede ser asimilada a la demanda legalmente notificada que, para lograr el mismo fin, exige el legislador respecto de las acciones ordinarias, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 2503 y 2518 del primer cuerpo legal citado. Ello, por cuanto de la historia de la norma, se extrae que dicho vocablo sustituyó la expresión “demanda judicial” con que los proyectos del Código Civil de los años 1847 y 1853 aludían al segundo hecho que producía la interrupción del lapso de que se trata, lo que sin duda evidencia el propósito del legislador en orden a distinguir entre las actuaciones que evitan la extinción de los derechos respectivos, según el mayor o menor tiempo que deba transcurrir en contra del titular llamado a ejercerlos y que en la materia de autos, por la remisión arriba explicada, no puede ser desatendido.          


Sexto: Que, por consiguiente, apareciendo de los autos que la demanda fue ingresada a distribución en la Corte de Apelaciones de esta ciudad con fecha 17 de noviembre de 2004 y siendo un hecho establecido en el proceso que el demandante prestó servicios hasta el 19 de agosto de ese mismo año, no aparece que se haya incurrido en el primer error de derecho analizado.  

Séptimo: Que en segundo término, la empleadora acusó la vulneración de las normas reguladoras de la prueba pues, aún cuando el trabajador no aportó antecedente alguno para acreditar su despido y que su parte comprobó la falta de aquél a sus labores desde el 19 de agosto de 2004, los jueces de la instancia establecieron la existencia de la exoneración, acogiendo las pretensiones de pago del demandante por la carencia de causal. 

Octavo: Que el tribunal de primera instancia desechó la pretensión de resarcimiento del trabajador como consecuencia de no haber rendido éste prueba alguna sobre el despido que alega, destacando que, por el contrario, los dichos de los deponentes de la demandada corroboran el hecho de que aquél no volvió a trabajar con posterioridad al 19 de agosto de 2004. 

Noveno: Que según se lee del motivo cuarto del fallo atacado, los sentenciadores de segundo grado, no obstante, desestimaron la versión dada por la empleadora en cuanto a que el dependiente no fue desvinculado sino que habría faltado a sus labores desde el día 19 de agosto de 2004, por considerar, primeramente, que ello se contrapone con la afirmación de uno de los testigos de la recurrente relativa a que el actor habría estado en su casa esperando que lo llamaran de la empresa. En segundo lugar, porque, de ser ciertas las ausencias, la empleadora debió tomar las medidas pertinentes, lo que no hizo. 

Décimo: Que siendo lo denunciado en la especie una falta a las reglas de la sana crítica, infracción que se erige, precisamente, sobre la base de la divergencia recién mencionada, cabe recordar que las disposiciones invocadas por la recurrente imponen a los jueces de la instancia la apreciación de los antecedentes con sujeción –entre varios parámetros- a la lógica y las máximas de experiencia, directrices que determinarán la preeminencia de unos antecedentes frente a otros, dada, además, la multiplicidad, conexión y concordancia que revistan. Lo anterior, como lo ha dicho esta Corte en otras ocasiones, obedece a la necesidad que lo juzgado y decidido en cada caso se ciña, por un lado, al mérito de los elementos de convicción aportados –apreciados de la manera descrita- y, por el otro, se conforme con la normativa que regula la materia en que incide la controversia. 

Undécimo: Que a partir de lo reseñado resulta claro que la sola mención del testigo señor Muñoz, destacada en la sentencia impugnada, carece de la entidad otorgada por el tribunal de segundo grado para desvirtuar el principal hecho afirmado por el mismo deponente y el señor Villagra –que el actor dejó de presentarse a trabajar-, en tanto constituye un único elemento, sin conexión o concordancia con el resto de los antecedentes y que, en el caso de los aportados por aquél, se trata de documentos sin relación con el despido y sus circunstancias. Aparece clara entonces la ausencia de prueba de la exoneración afirmada por el dependiente y el sustento que para el abandono alegado por la empleadora significan los dichos contestes de los testigos presentados por esa parte, de los que no posible extraer afirmaciones alusivas a un despido.
Duodécimo: Que por otra parte, si bien en algunas ocasiones la actitud del empleador importa un antecedente a considerar como base para presumir la existencia de una decisión de desvinculación no reconocida en la litis, en el caso de autos, los sentenciadores han establecido la exoneración como resultante de una lógica inversa, es decir, sobre la base de la pasividad de la demandada ante la ausencia indefinida del trabajador, señalando que si el dependiente se hubiese ausentado voluntariamente, aquella debió adoptar las medidas pertinentes, de lo que infiere la efectividad del despido, soslayando, sin embargo, que la utilización de las potestades directivas y disciplinarias del empleador son de su propio resorte. En tanto el despido es parte integrante de las mencionadas facultades, queda de manifiesto la incoherencia del razonamiento explicado y la desnaturalización que sufre la condena impuesta como efecto de lo concluido, en cuanto subyace en ella una suerte de sanción por haber tolerado la contratante pertinente una situación en que el legislador la habilita para cesar la relación laboral. 
Decimotercero: Que en las condiciones descritas, no pudieron los sentenciadores, sin incurrir en una errada aplicación de las reglas de la sana crítica, esto es, los artículos 455 y 456 del Código del Trabajo, acoger la demanda de autos, por cuanto ello implicó asentar la existencia del despido del actor y luego, concluir la injustificación del mismo ante la carencia de causal legal, ya que, tal como lo ha denunciado la recurrente, no consta en la especie antecedente alguno, de fuente diferente al propio afectado -como es el reclamo ante la Inspección del Trabajo-, que de cuenta de aquél acontecimiento. En efecto, si bien la calificación y subsunción de los hechos en los presupuestos de la norma es una cuestión valorativa y de apreciación, de la exclusiva competencia de los jueces del fondo, sobre la base de la ponderación de los antecedentes del proceso, es susceptible de ser controlada, sin embargo, en tanto se vulneren las normas de la lógica y las máximas de experiencia, cuyo es el caso de autos según se explicó. 


Decimocuarto: Que siendo el hecho del despido un presupuesto de la acción impetrada y erigiéndose su prueba como una carga procesal innegable del trabajador de acuerdo a las normas generales, de la que no es procedente relevarlo ni aún bajo pretexto del carácter protector de la normativa en la materia, se concluye que el vicio descrito tuvo clara influencia en lo dispositivo de la sentencia impugnada, desde que llevó a imponer a la demandada, como consecuencia de la declaración de injustificación del despido, el pago de prestaciones improcedentes.     
Decimoquinto: Que en consecuencia, se procederá a acoger, en su segundo capítulo, el recurso de casación en el fondo interpuesto por la empleadora y anular el fallo impugnado.


Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en el artículo 463 del Código del Trabajo y 764, 765, 767, 783 y 785 del Código de Procedimiento Civil, se acoge, sin costas, el recurso de casación en el fondo deducido por la demandada a fojas 133, contra la sentencia de siete de octubre de marzo de dos mil ocho, que se lee a fojas 130, la que, en consecuencia, se invalida y se reemplaza por la que se dicta separadamente y a continuación, sin nueva vista.


Acordado el rechazo del primer capítulo del recurso, contra el voto de los Ministros señor Valdés y señora Araneda, quienes estuvieron por acogerlo en atención a las siguientes consideraciones: 
1°.- Que, como lo ha decidido reiteradamente esta Corte, en virtud de la remisión descrita a las normas generales, cuyo primer precepto dispone que la prescripción se interrumpe desde que interviene requerimiento, trámite al cual alude al mencionado artículo 2503, estableciéndolo, a contrario sensu, como notificación de la demanda realizada en forma legal, es dable concluir que la prescripción en materia laboral se interrumpe con la notificación válida de la demanda y no sólo con la presentación a distribución del libelo.


2°.- Que lo anterior resulta acorde con las demás normas del Código Civil relativas a la misma institución, por cuanto el acto de una persona que exige a otra para que haga o no alguna cosa, que conlleva el requerimiento, implica dar noticia a aquélla del cobro de la obligación respectiva, es decir, comunicarle la circunstancia de modo que tome positivo conocimiento de ella y se vea compelido a responder, situaciones ambas que no se dan a partir de la sola distribución de la demanda. 


3°.- Que tampoco resulta procedente, ni aún bajo pretexto del carácter protector del derecho laboral y las especiales características de los vínculos que éste regula, colocar a las partes litigantes en desigualdad procesal y eximir al trabajador de la carga de gestionar y dar curso progresivo a los autos, no constando por lo demás circunstancia alguna que, en el caso, le haya impedido u obstaculizado el cumplimiento de tal obligación.


4°.- Que si bien el inciso sexto del mencionado artículo 480 del Código del ramo, prescribe que el plazo de que se trata se suspende por la interposición de un reclamo administrativo debidamente notificado ante la Inspección del Trabajo, en cuyo caso, dicho lapso seguirá corriendo concluido el trámite ante la autoridad administrativa, en la especie, tal suspensión operó sólo durante la tramitación del primer reclamo del trabajador y del cual se desistió, por cuanto resulta impensable que pueda luego revivirse el mencionado efecto mediante la interposición de un segundo reclamo, en relación a los mismos hechos, pues el plazo de prescripción pendería de la sola voluntad del dependiente. 

5°.- Que en consecuencia, en la especie, considerando que el cese indiscutido de los servicios se produjo el día 19 de agosto de 2004, la notificación de la demanda el día 9 de marzo de 2005 y la tramitación del reclamo administrativo del día 24 de agosto de 2004 terminó siete días después, se concluye que el plazo de prescripción de seis meses que prevé el legislador para la acción operó, por lo que la demanda de autos debió ser rechazada.


Regístrese.
Redacción a cargo del Abogado Integrante señor Hernán Alvarez García.

N°7.561-08 
Santiago, veintiocho de enero de dos mil nueve.


En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 786 del Código de Procedimiento Civil, se dicta la sentencia de reemplazo que sigue.

Vistos:
Se confirma la sentencia apelada de treinta de julio de dos mil siete, escrita a fojas 105 y siguientes.
Regístrese y devuélvase.
Redacción a cargo del Abogado Integrante señor Hernán Alvarez García.

N° 7.561-08.-

